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autonomías provinciales por trasun-

tar conflicto entre privados,sin deno-

tarse la naturaleza, materia, persona

o cuestión federal. En la práctica, y a

la luz de la jurisprudencia consecuen-

te que se desarrolló, esa invalidación

judicial dejó sin operatividad el decre-

to 717/96 que reglamentael funcio-

namiento de las Comisiones Médicas.
Porfin, las controversias individua-
les entre trabajadores, empleadores

y ARTS, fundadasporla vía tarifada

(LRT), se ventilaron antelaju: a or-

dinaria, sin necesidad de transitar por

los tribunales administrativos com-

puestos por médicos («Obregón»)?.

 

A partir del hito de «Castillo», los pro-

pios jueces federales de primera ins-

tancia, a lo largo y anchodelpaís, co-

menzaron a declarar deoficio la in-
constitucionalidad de esa partícula

normativa, asimilando a la csyn una

potestad casatoria. Como fuese, lo

cierto es que los jueces provinciales
debieron abocarse a un flujo impre-

visto e impredecible delitigios entre

los reclamantes y las Aseguradoras

de Riesgos de Trabajo (ART).

El «Regimen de Ordenamiento de la

Reparación de los Daños Derivados de

los Accidentes de Trabajo y Enferme-

dades Profesionales»(ley 26773) re-
mozóla LRT en algunasaristas fuer-

temente reprochadasal sistema por

parte de la jurisprudencia, especial-

mente expandiendolas prestaciones

dinerarias (arts. 3 y 8). Sin embargo,
la derogacióndela instancia adminis-

trativa obligatoria y la competencia

federal, no fueron dela partida refor-

mista. Lo que no parece casual, porque

el mismo PoderEjecutivo Nacional que

originó esa ley a través de un proyecto

propio, fue el mismo queintentó devol-

verle eficacia práctica a las Comisio-

nes Médicas con el decreto 1475/15
que incorporó mejoras al vapuleado

procedimiento del par 717/96.

No obstante las enmiendas anterio-
res que incentivan un regreso a esos

tribunales administrativos especia-

lizados, la práctica forense mayori-

taria tiene por desuetudo a los arts.

21,22 y 46 de la LRT. La gran mayo-

ría de los siniestrados no concurren
a las Comisiones Médicas. No son po-

cas las demandasquesiquiera piden

la declaración deinconstitucionalidad
deellas, o quelo realizan con formu-

lismo genéricos o evocando las sen-

tencias de la csJN comocitas de au-
toridad bastante. Hace años que nin-
guna ART opone una excepción por in-

competencia apelandoa su vigencia,

ni tampoco impugnanen sede federal

las meras providencias que disponen

oficiosamente la inconstitucionalidad
de aquellas. Me permito obviar la con-

firmación de estos datos por ser noto-

riamentereales.

Así las cosas,la tercera memoria de
la Corte Suprema local presenta los

extremos alarmantes del asunto pa-

ra el Poder Judicial santafesino. A

la fecha de 2013, existen para todo

Santa Fe 33 juzgados con competen-
cia laboral, aunque solamente 18 con
exclusividad de materia. Para el mis-

mo año, ingresaron 29.915 causas a

los juzgadoslaborales, de las cuales
12.692 (42,43%) pertenecen a «acci-

dentes y/o enfermedadesdel traba-

jo» y -sorpresivamente- otras 4.728

refieren al rubro «homologaciones»



(15,80%)*, en su mayoría sobre la mis-
ma materia.

Los comentarios sobran; no las acciones.

El alto Índice de litigiosidad que pa-

deceel sistema de riesgos de trabajo

en SantaFe, a lo que se añadieronri-

betes penales relacionados a estafas

que involucrabana ciertos abogados,

llevó al «Convenio Marco de Coopera-

ción y Asistencia Técnica entre la Cor-

te Supremade Justicia de Santa Fe y
la Superintendencia de Riesgos del

Trabajo», ratificado por el Alto Cuerpo

el 2 de septiembre de 2015“. Entre los

considerandos, se menciona «Que en
los casos tramitados ante los estrados
judiciales, se ha observado disparidad

entre loscriterios aplicados por los pe-

ritos desinsaculados judicialmente y
la determinacióndel daño y su conse-

cuente porcentaje de incapacidad de-

terminados en sede administrativa».

Asimismo,la falta de todo vaso comu-
nicante entre las Comisiones Médicas
jurisdiccionales y los expedientes de

homologación en sede judicialjustifi-

caron queel Convenio crease un sis-

tema de información recíproca y con-

fidencial para todas las causas donde

intervenga una ART(cláusula quinta).

Otra obligación suscripta fue poner a

disposición de la Corte Suprema«...la

asistencia técnica de los integrantes

de las Comisiones Médicas existentes
y a crearse en la provincia de Santa

Fe, a los efectos de que los señores

jueces puedan solicitar su interven-

ción comoperitos o consultores téc-

nicos o enel carácter que consideren

convenienteproceso
ticular de quese trate. La intervención
de los integrantes de las Comisiones

Médicas dependientes de la <S.R.T.»

será con carácter de gratuidad»(cláu-

sula décima,el énfasis es propio). Por
supuesto, entendemosqueel contex-

to de la voz «proceso»eslo suficien-

te amplio como abarcarel trámite ju-

dicial de homologación de convenios

transaccionales.

Es manifiesto el interés de la SRT por

ofrecer un auxilio abiertamente ge-

neroso a todo procedimiento judicial

con la misión declarada de velar por

el funcionamiento adecuadodelsiste-
ma(art. 36, LRT) o, lo que es lo mismo,
compaginar ambasvías de reclamo.

En formareciente, y dentro del men-

cionado «Convenio de Cooperación y

Asistencia Técnica», la SRT pusoa dis-
posición de la csJsF <«...la oficina de

pericias judiciales a los fines de reali-

zar las pericias médicas derivadas de
procesos judiciales donde se recla-

menrubrosy/o conceptos derivados

por accidentes de trabajo y/o por en-

fermedadesprofesionales» (cláusula
primera del Protocolo Adicional). Cla-
ro quela Oficina de Pericias Judiciales

no solucionael cuestionamientototal-
mente porquelaspericias«...se reali-

zaran conformea las pautasy el ba-

remodel sistema deriesgos del tra-

bajo, creado porla Ley N? 24.557...»
(ibídem), pero puede constituir una
herramienta que coadyuve a la pronta

homologación de acuerdos sobre de-

rechoslitigiosos ya que la SRT se com-

promete a que los informespericiales

no tarde másde90 días desdela pre-

sentación de todos los estudios perti-

nentes (cláusula tercera).
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2. ¿Insuficiencia legislativa?

La palabra «homologación» recibe

acogida únicamente en dos oportuni-

dadesen el Código Procesal Laboralvi-

gente.El artículo 2 dedicado a la com-
petencia material dispone «Los jueces
del trabajo serán competentes para

entenderen: (...) la homologación de

los acuerdos que empleadoresy tra-

bajadores celebren con motivo de una

relación laboral y las controversias

que se deriven de los mismos...»(inc.
J). Esta fue una de las novedades dela
ley 13039, para que nohubiera dubita-

ción en cuantoa la posibilidad de que

el contrato de transacción sea someti-
do a consideraciónde la autoridadjudi-
cial(art. 1641, cccn)'. Hasta donde sa-
bemos,la literalidad del inciso jamás

impidió queel juez laboral entienda en

los convenios donde el empleador es

suplantado porla ART, puesto que se-

ría la hipótesis de «controversia deri-

vada» de una relación laboral.

  

La otra aparición de la voz «homolo-

gación»es anteriora la ley reforma-

dora 13039, y sigue siendo una etapa

de la audiencia de trámite don-
de el juez debe procurar: «Lograr el

acuerdodelas partes.Si ello se con-

sigue, se concretarán las bases de
manera quenoafecten los derechos

irrenunciables establecidos por las

leyes(...) Obteniendo el acuerdo entre
las partes sobre cualquiera de los as-

pectos antes señalados, se hará cons-
tar en acta, debiendo ser homologado

porel juez en resolución fundada. La

homologación producirá el efecto de

cosa juzgada»(art. 51.1). Por lo tanto,

aquíel legislador ordena(el artículo

dice «debiendo») promoverel acuer-
do «que no afecte derechosirrenun-

ciables» para obligar al magistrado a

suprimir la cualidadlitigiosa del dere-

cho enarbolado en la demanda.

 

Nointeresa a este trabajo la homologa-

ción en esafase intermedia, debido a
queeselcorolario de un deberjudicial

frente a todo proceso laboral con traba

delitis y, de no lograrse acuerdo, no

se alberga dudaen queeljuicio debe
continuar. No aparecela laguna legal.

Porla partida contraria, sí reclama

atención cómoelart. 2 del cPL abre

una «caja de Pandora» para más de

cuatro mil causas anuales en toda la
Provincia, y que nada se dice sobre la

actividad de las partes o del aparato

judicial para el tratamiento deloslla-

mados «acuerdos espontáneos». Re-
cuérdese que estos son los casos en

quelos interesados comparecen a un

juez con un convenio transaccional,
sin que haya mediadotrámite judicial

previo. Pusineri y Machadolos definen

como los acuerdosal quelas partes
arriban antesdela traba delitis o si-
quiera antes de la demanda*.

Tal es la imprevisión legislativa que,

pese al consenso de los contratan-
tes, frente al rechazo de la homologa-

ción porel juez, terminan por apelar

en conjunto, y en la Cámara de Apela-

ción hasta se corren inocuamente los
traslados pertinentes. Téngase pre-

sente que en el procedimiento labo-

ral no existe la adhesión en materia

de recursos.

Para continuar con la depuración del

objeto de estudio, cabe establecer



que a un acuerdo transaccional don-

de la ART reconozca el hecho dañoso
y una determinación de incapacidad

que pueda tomarse como módulo de

cálculo de una indemnizacióntarifa-
da, puede determinarla orden judicial

de inmediato pago, a pedido de par-

te y bajo apercibimiento de ejecución

judicial (arts. 121 y 135 cPL). Sin em-
bargo, ocurre quela casi totalidad de

convenios transaccionales mantienen

—palabras más, palabras menos- la

clásica cláusula que reza «el acuerdo

arribado extingue obligaciones dudo-

sas, no implicando reconocimiento de

hechos o derechos»y, al mismo tiem-

po, supeditan el pago de las sumas

convenidas a un plazo de ciertos días

hábiles desde la homologación.

Por lo expuesto,fácil es razonar que

la problemática en la que ponemosla

lupa son los acuerdos espontáneos

en sedejudicial, cuyo objeto es la in-

demnización desiniestros laborales,y
donde las ARTS condicionanla ejecu-

ción de lo convenido a que el magis-

trado proceda a homologarlo.

3. Una analogía plausible:

activismo del órgano

Un ejemplo apodíctico del grado de

complejidad que el Derecho alcanza

en la posmodernidad es, sin dudas,
los riesgos del trabajo. Que la LRT en

su vigésimo año de consagración es-

té modificada o complementada,a la

fecha, por 410 complejos normativos

es pruebairrefutable de esta hipóte-

sis. Luego, y ante la advertida caren-

cia del CPL, parece razonable acudir

a dicha normativa para la homologa-

ción de infortunios laborales porque

en el derechodel trabajo argentino,la

analogía es un medio de integración

(art. 11, LCT).

Desdela transformación delas Ofici-
nas de Homologación y Visado (0.H. y
V.) en Comisiones Médicas,la SRT es-
tableció que «...las Comisiones Médi-

cas tendrán, entre sus funciones,la
de homologar los acuerdos arriba-

dospor las partes en relación con el

carácter y el gradode la incapacidad

del trabajador...» (art. 3? Resolución
3085/2014).

Enlo queinteresa,previo a la resolu-

ción convalidante sobre los derechos
litigiosos o dudosos, se impone que

exista un cercioramiento con funda-
mentos que acrediten este extremo

constitutivo de la transacción (res du-
bia). Por ello es que previo a decidir, las

Comisiones Médicas «...podrán indicar

la realización de estudios complemen-

tarios, peritaje de expertos y cualquier

otra diligencia necesaria, cuando los

antecedentes no fueran suficientes
para emitir resolución(...) Cuando las
Comisiones Médicaslo consideren ne-
cesario para resolver el conflicto plan-

teado, podrán solicitar la asistencia

de servicios profesionales o de Orga-

nismostécnicos para que se expidan

sobre áreas ajenas a su competencia

profesional» (decreto 717/96, art. 20,
modificado por el decreto 1475/15).

Del mismo modo, y más después del

Protocolo convenido entre la SRT y la

CSJSF, creemosbeneficioso demandar
al juez laboral un activismo semejan-

te entre las primeras medidas en los

acuerdos espontáneos, como —por

ejemplo- el dictamen médico de las
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Oficinas de Pericias Judiciales. Es que,

no puede pasarse poralto, la homolo-
gación judicial produce la cosa juzga-
da judicial, que comunica al acuerdo

las propiedades de la inmutabilidad

irrevisable,si la resolución no es im-

pugnada por nulidad o por apelación,

a fin de demostrar que el convenio no

comporta una «justa composición de

los derechos e intereses de las par-

tes»(art. 15 LcT). Hasta la propia nue-

va normativa civil prohíbe como ob-

jeto del contrato de transacción a los
derechos en los que está comprome-

tido el orden público o derechosirre-

nunciables(art. 1644, cccn). De ahí, la
importancia de los elementos confir-

matorios en sede judicial.

 

4. Reglamentaciónjudicial:
las resolucionesanticipatorias

Las denominadas «resoluciones an-
ticipatorias» son aquellas que pre-

tenden aglutinar varios decretos ju-

diciales en un solo acto procesal”. Su

fundamento principal son los princi-

pios de concentración y celeridad, y

permiten quela unidadjurisdiccional

economicetareas, respondiendo a las

peticiones de las partes mediante un

mismoescrito.

La concentración, en términos proce-
sales, implica aliviar la tramitación de

formalismos y pasos que no sean in-

dispensables para obtenerunacto ju-
risdiccional válido. Bajo el presupues-

to de una importante certidumbre del

acierto judicial se concede al órgano

judicial facultades amplias de direc-

ción del procedimiento, para negar lo

inconducente así como para disponer

medidas para agilizarlo: «No se ad-

mitirán pruebas que sean manifies-

tamente improcedentes, superfluas

o meramentedilatorias, cuya produc-

ción podrá denegar deoficio el juez,

mediante resolución fundada»(art. 58

CPL). Con distinta gramática,la casi to-
talidad de los códigosrituales consa-

granel principio de referencia como

aquel que reúne la mayor cantidad de

actividad procesal en la menor can-

tidad deactos (v.gr. art. 34.5, CPCCN).
Curiosamenteno es el caso del Códi-
go Procesal Laboral de Santa Fe, pe-

ro la celeridad o concentración están
implícitas en la parte final de la norma

de remisión expresa o subsidiaria ba-

jo los vocablos respectivos de «abre-

viación y simplificación» de los trámi-

tes, reglando que «En caso de duda se

adoptará el procedimiento que impor-

te menordilación»(art. 145).

Bajo la inspiración de esos princi-

pios, las resoluciones anticipatorias

no pretenden desconocerlas etapas

procesales que necesariamentela ley

dispone paracadasituación, sino pre-
venir a las partes de las respuestas

jurisdiccionales ante cada variantes

que puedasurgir.

El ahorro del tiempo es expansivo pa-

ra todoslos protagonistas: abogados,

empleadosjudiciales y funcionarios

judiciales, porque se ahorran escritos
al acumulárselos en una presentación

(menor cantidad de cargos en mesa

de entradas); en juicios escritos se

evitan retiros del legajo de la depen-

dencia judicial (menor asistencia del

público al tribunal); y hasta dispen-
sanal funcionario de renovar un co-



nocimiento profundizado de un mismo

caso (menos resolucionesjudiciales),

delegando a un empleado capacita-

do para controlar el cumplimiento de

una decisión múltiple anterior (menos
«tiempos muertos» causadosporlas

esperas dela tramitación interna en

cada despacho). Lo último es central.

En los juzgadose incluso enlas ofici-

nasdegestiónjudicial, donde el per-

sonal nosea polivalente, cualquier au-

sencia justificada o injustificada de un

empleado o un funcionario puedeale-

targar un pasedela tramitación inter-

na de una,varias o todas las causas.

Entonces,evitar que una causa circule

por la dependencia es una forma ensí

misma de disminuir la morajudicial.

Esta experiencia ya ha sido probada

en el ámbito laboral. El Juzgado Na-

cional de Primera Instancia del Tra-
bajo N* 72 ha promovido fuertemente

este modelode gestión, bajo la deno-

minación de «Resoluciones que Anti-
cipan Situaciones Previsibles (RASP)»,

aludiendo semánticamentea lo mis-

mo: concentrar en cada despachoto-

das las decisiones que pudieran re-

sultar necesarias respectode situa-

ciones previsibles. Como demuestran
acabadamentela juez y el prosecre-

tario de ese tribunal: «Si en un expe-

diente cada proveído deja resueltas de

antemanotodaslassituaciones pre-
visibles a partir de ese despacho, de

modo que cada decisión anticipatoria

cobra operatividad en cuanto en ese

caso se concreta la situación previs-

ta, enla práctica loslitigantes presen-

tan menor númerode escritos, lo que

disminuye la necesidad de despachar

en lo sucesivo ese expediente, dismi-

nuye también el número de cédulas,

el trabajo de agregarlas, el número

de consultas en la mesade entradas,
etc. Imaginemosestas disminuciones

multiplicadas por todos los expedien-

tes de un tribunal: los resultados be-
neficiosos son sorprendentes, impac-

tan en el trabajo general de un juz-

gado, permiten ahorrar tiempo para

destinarloa las situaciones complejas

imprevisibles».?

Básicamente, estas providencias no

son más que textos preestablecidos

como todos los modelos que utiliza

el nuevo sistema de gestión de expe-

dientes del Poder Judicial de Santa
Fe (IURIX). Sin embargo,la uniformi-
dadinicial de los modelos del JURIX.es
desplazadaporla posibilidad de que

cada usuario modifique sin ningún

control el modelo para cada trámite.

Noobstante,la ventaja cualitativa so-

bre un sistema informático sin RASP
reside -como se adelantó- en eliminar
los «tiempos muertos» donde no hay

actividad concreta. Y todavía despa-
chando inmediatamente la respuesta,

se suma un importante tiempo que re-

sulta de la notificación personal,ficta

o por cédula. En la práctica común de

quese utilice el último medio, se de-

be computarel derroche económico y

temporal de confeccionarla diligen-

cia, remitirla, devolverla y agregarla

al legajo. Por el contrario, anoticiado

un decreto acumulativo, pueden que-

dar consentidas una amplia gama de

decisiones(citación por edicto, proce-
dencia de un oficio, producción de una

pruebaanticipada,etc.).

Un arquetipo de resolución anticipa-
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toria sería el siguiente «primer decre-

to» de un expediente sobre acuerdo
espontáneode infortunio laboral:

«Se tiene por presentado a los compa-

recientes en el carácter que invocan a
mérito de los poderes acompañados

que se agregan junto a las boletas de

aportes profesionales. Se aceptan los

domicilios procesales constituidos. An-

te la solicitud de homologaciónjudicial

del acuerdo manifestado, previo ulte-

rior trámite, los interesados deberan
acompañar la notificación preceptua-

da porelart. 4? dela ley 26773. Hecho

lo cual, deberán remitir a este juzgado

el informe técnico pericial provenien-

te de la Oficina de Pericias Judiciales

(art. 3 del Protocolo Adicional al Conve-
nio Marco de Cooperación y Asistencia

Técnica). Se advierte a las partes que,
de proceder la homologación judicial,

deberán constituir una cuenta bancaria
en el Banco Municipal Sucursal Caja de

Abogados,situada en calle Montevideo

2076 de Rosario, a la orden de este tri-
bunaly con giro judicial personalaltitu-

lar del crédito o sus derechohabientes
(art. 277 Lcr)».

5. Conclusiones

En suma,el beneficio de la adopción

de las resolucionesanticipatorias no

es para los involucrados en una con-

tienda, sino para la gestión racional

de toda la organización judicial, orien-

tándola a la superación de los índices

sin erogación presupuestaria, y con la

mejora continúa que demandala ges-

tión para la calidad. Al mismo tiem-

po, se maximizanlos resultados para

la totalidad de los poderesjudiciales

desde el momento en quelos textos

formateadosse estandaricen en todas
las unidades, permitiendo una única

formación para los dependientes co-

mo dandoprevisibilidad a los profe-

sionalesliberales.

Los acuerdos espontáneos sobresi-

niestros laborales son susceptibles

de RASP que agilicen el control de su

tramitación judicial.

Endefinitiva, todavía está pendiente el

desafío que Gallart profirió en 1936:

«el litigio laboral exige extremada

sencillez, gran rapidez y absoluta gra-

 

tuidad, porque sin estas condiciones

es absolutamente inoperante». Asíy
todo, confíamos en que siempre pue-
de aprovecharse másde los mismos
recursos existentes para avecinarnos

a la materialidad de lo deseado hace
casi un siglo.
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Santa Fe comentado, Santa Fe, Rubinzal-Cul-

zoni, 2010, pág. 32.

7AmaLos, María GABRIELA, «Resolucio-

nes anticipatorias en losjuicios de apremio:
breves consideraciones», LLGran Cuyo 2008
(marzo),103.

* Giuénez, R. DanteL Y Zopp1 De CABALLE>
o, María Teresa «Anticipar decisiones para
abreviar el proceso» en wwwgestionjudicial.
net del día 18 de septiembre de 2007.
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